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Existe cierto paradigma criminológico que pone el énfasis en el análisis del espacio físico cuando 

se trata de buscar la génesis al problema delincuencial, ya que entiende que un determinado 

desarrollo urbano puede favorecer la aparición de un contexto propicio para delinquir. 

Lógicamente este tipo de teorías no explican en su totalidad un fenómeno tan complejo como 

la delincuencia, pero es necesario evaluar los efectos de algunos de los modelos surgidos en 

base a estas teorías con el fin de observar posibles efectos reduccionistas en términos de cifras 

delictivas que nos ayuden en la confección de teorías del crimen más generalistas e 

integradoras. 

La problemática que nos encontramos en las ciudades hoy en día ha evolucionado desde los 

problemas colaterales que generó la industrialización masiva y descontrolada hacia los 

problemas que generó la desindustrialización y los flujos migratorios masivos. Es por ello que 

los modelos de prevención comunitaria que estableció Hope (1995) se han tenido que ir 

adaptando a una realidad social cambiante, pasando del fortalecimiento y aplicación de medidas 

de control social formal hasta la implementación de nuevas formas de control social informal o 

la prestación de servicios públicos diversos con capital proveniente de entidades privadas. 

Hope (1995) definió la prevención comunitaria como “Aquellas acciones orientadas a cambiar 

las condiciones sociales que se cree conducen al delito en comunidades residenciales”, y 

estableció una taxonomía que agrupaba los modelos de prevención comunitaria y su apoyo 

empírico entorno a tres etapas cronológicas distintas: 

 Década de los 60 y 70: Donde existía una clara influencia de autores que creían en la 

desorganización social como el factor desencadenante a nivel delincuencial, ya que 

entendían que las condiciones precarias a nivel económico facilitaban el aprendizaje 

vicario de conductas desviadas al multiplicarse la exposición a estos casos.  

 

Destacaron algunos intentos de “reorganización social” como el modelo CAP o el 

modelo de movilización de recursos, todos ellos sin el apoyo empírico suficiente. El 

incierto apoyo empírico de los modelos surgidos a partir de la Escuela de Chicago se 

basa en la especial dificultad de implementar estas medidas en barrios muy 

desorganizados sin el apoyo social y estructural necesario, y esto tiene una relación 

directa con la precepción histórica negativa que ha tenido la ciudadanía de ciertas 

estructuras de control social formal como la policial, militar, etc. 

 

Algunos de estos modelos recogían entre sus medidas la supervisión y asistencia de 

delincuentes reintegrados aunque revisiones sistemáticas como las de Bursik y 

Graswick (1992) han descartado dicha medida en delincuentes serios. Los consejos a 

los delincuentes, que regulaban como tácticas de intervención algunos de estos 



modelos, han intentado extrapolarse a algunas acciones integrales en materia de 

prevención que intentan implementar en la actualidad administraciones como el 

Ayuntamiento de Madrid, que mediante un nuevo modelo de seguridad intenta 

“reintegrar” al delincuente a la sociedad efectuando una especie de mediación con su 

víctima para la asunción de culpas y el restablecimiento del daño.  

 

Obviamente, en un ordenamiento jurídico como el español, estos intentos chocan 

necesaria y frontalmente con el ejercicio de la función jurisdiccional exclusiva de los 

juzgados y tribunales, ya que no está contemplada en el ordenamiento jurídico penal 

español ninguna figura de intermediación como los “jurados vecinales” que propone 

dicha administración.  

En mi opinión, su implementación atentaría gravemente contra la elemental separación 

de poderes que rige en el estado de derecho actual y supondría consentir una función 

jurisdiccional paralela cuando precisamente se prohibieron los tribunales de excepción 

porque dejaban el ejercicio del poder público jurisdiccional a la voluntad de las personas 

y no al principio de legalidad e imperio de la ley. 

 

 Década de los 70 y 80: En materia preventiva, se empezó a tener en cuenta el papel que 

jugaba el entorno como contexto generador de oportunidades delictivas, por tanto, y 

siguiendo el concepto de vigilancia natural establecido por Jacobs (1961), la prioridad 

pasaba por aumentar el control social informal a través del aumento de la visibilidad, lo 

que redundó en un replanteamiento de concepto urbanísticos y espaciales que 

constituyó el caldo de cultivo del concepto de espacio defendible acuñado por Newman 

(1972). El apoyo empírico de estos modelos sigue aún por demostrar. 

 

En esta época también surgen como tácticas preventivas las populares “patrullas 

ciudadanas” como forma de prevenir la delincuencia de manera informal a través de la 

instauración de una red de vecinos que vigilaban sus propiedades y colaboraban con los 

estamentos policiales. Podríamos considerar que surgió como respuesta a una demanda 

de inseguridad que no podía ser resuelta por la administración encargada de ello, bien 

por falta de personal, medios técnicos, etc. En la actualidad, esta proliferación de 

demandas de seguridad en distintos campos son atendidas profesionalmente gracias al 

desarrollo del concepto de seguridad privada, que se reguló en España en 1992 y de 

forma tardía respecto al mundo anglosajón. 

 

La principal crítica de este tipo de medida preventiva a nivel comunitaria es la 

composición de estas patrullas ciudadanas, que suelen tender a no ser representativas 

atendiendo a la estratificación existente en la población general y por tanto, es difícil 

que ejerzan un control social informal efectivo sobre los verdaderos problemas que 

acucian a la generalidad del vecindario. 

 

 Década de los 90 a la actualidad: El fenómeno de la globalización y de la supresión de 

fronteras, amparado en una libre circulación y residencia de toda la ciudadanía, ha 

generado nuevos problemas añadidos derivados de la formación de guetos de población 

inmigrante, como por ejemplo el deterioro profundo y paulatino que sufren estas zonas 



geográficas de las grandes ciudades a todos los niveles, lo que redunda en una mayor 

inseguridad objetiva y subjetiva. 

 

Es necesario implementar medidas que recuperen estas zonas a nivel comercial y 

residencial. De ahí surgen como sostiene Medina Ariza (2013) los procesos de 

colaboración entre empresas privadas y autoridades públicas, que en un contexto de 

crisis económica como el actual, intentan dar respuesta a la precariedad de servicios 

públicos a nivel municipal mediante el apoyo financiero del sector privado. 

 

Pero estas medidas de nuevo cuño, aunque intenten abordar la regeneración del barrio 

desde múltiples vías como pueden ser la del aumento de la limpieza vial, la mejora del 

alumbrado o el uso del espacio público para el fomento cultural; persiguen una prioridad 

que es conseguir que estas zonas vuelvan a ser seguras y sean percibidas como tales 

(Raco, 2003). Y este es el principal problema que veo a la implantación de los BID 

(Business Improvement districts) de una manera integral, al ser organizaciones sin 

ánimo de lucro que recaudan fondos para complementar servicios públicos de todo tipo, 

incluidos los de seguridad. 

 

En la actualidad, la ley de bases de régimen local (Ley 7/85) establece en su artículo 25 

las competencias a nivel municipal que debe proporcionar un Ayuntamiento como 

administración, entre las que destacan los servicios de limpieza viaria, recogida de 

residuos, policía local o pavimentación de viales. Muchas administraciones, con el 

objetivo de reducir costes o de aumentar la eficiencia y eficacia de un determinado 

servicio, han apostado por subarrendar el ejercicio de los mismos, como sucede en la 

actualidad con competencias como la recogida de residuos. Pero la seguridad, al ser una 

competencia estatal indelegable en la que solo pueden participar otras 

administraciones a nivel autonómico y local presenta un problema mayúsculo, y es que 

por legislación sectorial no es posible subarrendarla como servicio, por tanto, no puede 

contratarse un servicio de seguridad privada para que actúe en los espacios públicos con 

la ley actual en la mano. 

 

Es por ello que en la actualidad, tras la modificación de la ley de seguridad privada del 

año 2014, se está explotando un modelo que sustituye la supervisión “Junior Partner”, 

tradicionalmente ejercida por el estado con el sector de la seguridad privada, por una 

relación de tipo más colaborativa a nivel horizontal, lo que permite poder ver por 

ejemplo a policías municipales colaborando en el interior de instalaciones privadas 

como el WiZink Center. Pero aun así, nos seguimos encontrando con el límite 

inabordable que supone la legislación en materia de seguridad pública y la prohibición 

expresa de subarrendar esta clase de servicios públicos. 

 

Por tanto, sin una modificación legislativa en este sentido, no veo que la implantación 

en España de los BID a nivel integral sea inminente, precisamente porque el verdadero 

objetivo de este tipo de asociaciones de comerciantes es contribuir económicamente 

para poder aumentar sus propios niveles de seguridad; y eso en el espacio público hoy 



en día solo lo pueden realizar las administraciones públicas a través de la racionalización 

de sus propios recursos. 

 

A mi juicio, el problema de la seguridad a nivel municipal debe ser resuelto mediante el 

apoyo financiero de administraciones autonómicas o estatales, quienes pueden dotar 

del músculo económico necesario para que sean las propias entidades locales las que 

puedan ejercer sus competencias de una manera más eficiente. Ese fue el objetivo que 

se perseguía precisamente con la creación de las BESCAM (Brigadas especiales de 

seguridad de la Comunidad de Madrid) en la región de Madrid, intentar ayudar a las 

administraciones locales con menos recursos a atajar un problema delincuencial que 

quedaba reflejado en las estadísticas oficiales. A día de hoy se sigue financiando. 

 

Por otro lado, otra de las medidas preventivas en materia de seguridad recogida en el 

conato de modelo de seguridad que desea implementar el Ayuntamiento de Madrid y 

de la que sí soy partidario debido a su éxito rotundo y a su experiencia previa en cuerpos 

estatales como la policía nacional es el concepto de policía de proximidad, definida por 

Trojanowicz y Bucqueroux (1998) como “un estilo que permite un contacto cara a cara 

con la ciudadanía cada día en el mismo espacio geográfico”. 

 

En la misma línea, Clarke y Eck (2008) enriquecieron dicha definición y la desarrollaron, 

dotándola de la función de “procurar solucionar la delincuencia y la alteración del orden 

social mediante servicios de policía que incorporan aspectos del tradicional 

endurecimiento de la ley, así como de prevención, delito especializado, compromisos y 

alianzas comunitarias. 

 

De todo lo anterior, se extrae que el sustrato principal es la necesidad de establecer 

alianzas comunitarias con la ciudadanía, colectivos empresariales, residenciales, 

asociaciones, etc. Solo de esta forma se podrá crear una relación de confianza 

bidireccional que consiga hacer fluir hacia estamentos policiales la información de 

interés delictivo, propiciando así el diseño de actuaciones preventivas específicas o de 

actuaciones policiales inminentes. 

 

Es por ello que un modelo de descentralización como el que sugiere implantar con su 

plan director en materia de seguridad la ciudad de Madrid tiene sus cosas positivas y a 

mi juicio sus cosas inviables. Dentro de la positivad, el crear nuevos órganos de gestión 

en cada uno de los 121 barrios me parece no positivo, sino necesario, así como dotar de 

una unidad específica de policía de proximidad a cada uno de esos barrios que consiga 

con el tiempo vencer las habituales reticencias de colaboración con estos estamentos. 

Incluso la propuesta de descentralizar determinados servicios sociales para 

proporcionar asistencia psicológica tanto a víctimas como a delincuentes también me 

parece de vital importancia para evitar victimizaciones secundarias en las primeras y 

estigmatizaciones en los segundos al buscar la reinserción en la sociedad. 

 

Pero como comentábamos anteriormente, la creación de una estructura paralela con 

tintes mediadores en el ámbito jurisdiccional no deja de ser una utopía en nuestro país 



con el ordenamiento legal vigente, y aunque intente salvarse el escollo con el “necesario 

visto bueno de juzgados y tribunales” no es de rigor pensar que los encargados de 

administrar justicia vayan a estar de acuerdo con esa forma de proceder. 
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